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6777por su contenido ni por la actividad procesal necesaria
para resolverla.

Una vez declarados los Autos conclusos para Sen­
tencia. sobrevino una paralización de un año, desde la
fecha de la providencia en que se contiene tal decla­
ración hasta la de interposición de la demanda de ampa­
ro. durante la cual no es posible detectar ninguna acti­
vidad procesal de las partes o del órgano judicial que
justifique el retraso, como no sean los reiterados escritos
de requerimiento al órgano judicial para que dictase Sen­
tencia, remitidos por el ahora recurrente de amparo, y
el reiterado silencio judicial. que sólo se rompió con una
tardía providencia en la que se ordenaba la incorporación
a los Autos de los referidos escritos, y se ponía en cono­
cimiento de la parte que se habían abierto varios expe­
dientes gubernativos, por la Magistrada-Juez titular. para
que se pusiera remedio a la acumulación de asuntos
pendientes ante el Juzgado.

El somero repaso de los hechos pone de manifiesto
que, en efecto, en este caso se ha vulnerado el derecho
a un proceso sin dilaciones indebidas. como con acierto
sostiene el Ministerio Fiscal. en aplicación de la reiterada
doctrina de este Tribunal. Ni la naturaleza del proceso.
ni la actividad procesal desarrollada por las partes, ni
por 'el órgano judicial explican el retraso en una reso­
lución que se ha hecho esperar durante tres años, exce­
diendo con mucho la media de duración de estos pro­
cesos en la instancia -un año, sostiene el Ministerio
Fiscal. En estas circunstancias. repetidamente valorados
por este Tribunal siguiendo la doctrina sentada por
el T.E.D.H. (por todos, caso Sanders). no puede impu­
tarse la dilación sino a la Administración de Justicia
(SSTC 36/1984; 233/1988. entre otras), con indepen­
dencia de que la responsabilidad se concrete o no en
la actividad o falta dé diligencia del órgano judicial.

3. Apreciada la existencia de las dilaciones inde­
bidas, en este supuesto bastará con la mera declaración
de ésta [art. 55.1 b) LOTC], sin que sea preciso pro­
nunciamiento adicional para restablecer al recurrente en
la integridad de su derecho. una vez recaída la Sentencia
en los términos expuestos en los antecedentes de esta
resolución, y no correspondiendo a este Tribunal entrar
a valorar las eventuales consecuencias de la tardía dis­
pensación de la Justicia.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo y, en su virtud. declarar
el derecho de la recurrente a un proceso sin dilaciones
indebidas.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintiocho de febrero de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando Garcia-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.~Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 70/1994. de 28 de
febrero de 1994. Recurso de amparo
1.671/1993. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Castilla y LeÓn. dictada en procedimiento
sobre modificación de condiciones de trabajo.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: emplazamiento edictal causante de
indefensión.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional compues­
to por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando Garcia-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.671/93, interpuesto
por la Procuradora de los Tribunales doña Isabel Cañedo
Vega bajo la dirección letrada de don José María Blanco
Mattín. en nombre y representación del Comité de
Empresa de «Galerías Preciados. S. A.». centro de Valla­
dolid. contra la Sentencia, de 16 de febrero de 1993,
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y León. en procedimiento
sobre modificación de condiciones de trabajo. Han sido
partes, «Galerías Preciados, S. A.». representada por el
Procurador de los Tribunales don Julio Antonio Tinaquero
Herrero. asistido del Letrado don Bias Sandalia Rueda.
el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en el Juzgado de Guardia
el 24 de mayo de 1993. con entrada en el registro de
este Tribunal el día 26 del mismo mes y año, la Pro­
curadora de los Tribunales doña Isabel Cañedo Vega,
en nombre y representación del Comité de Empresa de
«Galerías Preciados, S. A.». centro de Valladolid, inter­
puso recurso de amparo contra la Sentencia de fecha
16 de febrero de 1993, dictada por la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Castilla y León. en proceso sobre modificación de
condiciones de trabajo.

2. El recurso de amparo se fundamentaba en los
siguientes hechos:

a) El día 11 de julio de 1989, la Dirección del centro
de trabajo en Valladolid de la Empresa «Galerías Pre­
ciados. S. A.». comunicó al Comité de Empresa la modi­
ficación de las condiciones de jornada y horario previstas
para la feria de septiembre. Tres días más tarde. por
unanimidad, el Comité acordó rechazar la modificación
propuesta; por entender que la cuestión ya había sido
tratada y resuelta, en su día. por los Tribunales.

b) La representación de la empresa solicitó -con
fecha 17 de julio 1989- autorización administrativa para
proceder a la modificación de las condiciones de trabajo.
ante la Dirección Provincial de Trabajo de Valladolid.
que rechazó la solicitud empresarial por Resolución de
fecha 9 de agosto de 1989. Interpuesto recurso de alza­
da ante la Dirección General de Trabajo, ésta, por Reso­
lución de 20 de septiembre de 1989 confirmó la dictada
por la Dirección Provincial de Valladolid.
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En toda la tramitación administrativa del expediente.
siempre fueron tenidos por parte los representantes de
los trabajadores del centro afectado.

c) La empresa reclamó ante la jurisdicción conten­
cioso-administrativa. en fecha que. según afirma la parte.
no le consta. teniendo constancia a primeros de mayo
de 1993 de que el 17 de febrero de este año había
recaído Sentencia en el referido proceso. estimatoria de
la pretensión empresarial.

3. Los recurrentes estimaban que la resolución
impugnada vulneraba el arto 24 C.E. La representación
de los trabajadores fue parte en el procedimiento. y tiene
capacidad legalmente reconocida para actuar ante los
Tribunales (art. 65.2. Ley 8/1980. de 10 de marzo. Esta­
tuto de los Trabajadores) en todo lo relativo a la esfera
propia de su representación. Siendo así. debía haber sido
emplazada en el correspondiEl[lte procedimiento conten­
cioso-administrativo. y. al ignorarse este obligado empla­
zamiento (en domicilio conocido. que obraba en el expe­
diente administrativo previo) se le ha causado indefen­
sión. con arreglo a una abundante jurisprudencia de este
Tribunal. que citaba.

Por todo lo expuesto. solicitaban que se dictase Sen­
tencia en la que. estimando el amparo. se declarase la
nulidad de la resolución impugnada. retrotrayendo las
actuaciones hasta el mómento inmediatamente anterior
al emplazamiento.

4. Por providencia de fecha 4 de octubre de 1993.
la Sección Segunda acordó tener por interpuesto el recur­
so de amparo. requiriendo a La Procuradora señora Cañe­
do Vega para que en plazo de diez días aportase copia
de la Resolución impugnada. Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Castilla y León. de fecha 17 de febrero de
1993. Dicha copia fue. efectivamente. aportada. recti­
ficándose la fecha de la referida resolución. por ser de
16 de febrero. y no de 17 de febrero. como la parte
sostenía. En la referida Sentencia se hacía constar expre­
samente que los hoy demandantes de amparo como.
en general. todos los interesados, fueron emplazados
al procedimiento mediante edictos.

5. Por providencia de fecha 28 de octubre de 1993.
la Sección Segunda acordó requerir a la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Castilla y León. a fin de que remitiese las actuaciones,
y emplazase a todos los que fueron parte en el proceso
contencioso. El Abogado del Estado compareció por
escrito registrado ante este Tribunal con fecha 9 de
diciembre de 1993. La representación de ..Galerías Pre­
ciados. S. An, por su parte, lo hizo por escrito de fecha
14 de diciembre.

6. Requeridas las partes comparecidas. por provi­
dencia de la Sección Segunda de fecha 20 de diciembre
de 1993, para que efectuasen alegaciones por plazo
común de veinte días. la representación de ..Galerías
Preciados. S. An. efectuó las suyas por escrito registrado
ante este Tribunal el día 12 de enero de 1994.

En el referido escrito, se oponía a la estimación del
recurso de amparo por entender que el recurso era
extemporáneo, al no haberse podido acreditar la fecha
en que se tuvo conocimiento de la Sentencia impugnada.
Aceptar esta argumentación de los recurrentes -añade­
equivaldría a dejar al arbitrio de la parte el cómputo
del plazo previsto en el arto 44 LOTC. en extremo tan
Importante como la fijación del dies a quo.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el áía 17
de enero de 1994. los recurrentes efectuaron sus ale-

gaciones que. en lo sustancial. reproducían las conte­
nidas en la demanda de amparo.

8. El Abogado del Estado, mediante escrito regis­
trado el día 18 de enero de 1994, se oponía a la esti­
mación del recurso de amparo. A la luz de una abundante
serie de resoluciones del Tribunal Constitucional. que
cita. entendía la representación del Estado que no podía
considerarse constitucionalmente relevante una indefen­
sión que la propia parte había contribuido a crear con
su comportamiento negligente. A juicio del Letrado del
Estado. tal era la calificación que merecía la actuación
de una parte que tenía constancia de la existencia de
un procedimiento administrativo en el que había par­
ticipado. y que se desentendió del posterior desarrollo
de un proceso contencioso-administrativo que. dado el
sentido de las resoluciones previas. era perfectamente
previsible.

9. El Ministerio Fiscal. por escrito registrado el 21
de enero de 1994, efectuó sus alegaciones en las que
expresaba la conveniencia de estimar la demanda de
amparo. Entendía el Ministerio Público que. a la luz de
la normativa vigente en el momento en que los hechos
se produjeron (anteriores a la reforma operada por la
Ley 10/1992). el emplazamiento por edictos (art. 64
L.J.C.A) era considerado la modalidad normal de citación
de los interesados. siendo de necesariaaplicación al caso
la abundante interpretación correctora proporcionada
por este Tribunal. en Sentencias que cita. Dada la legi­
timación del Comité de Empresa. que se desprendía sin
género de dudas de la legislación laboral aplicable; dada
su presencia en el proceso anterior. y su fácil localización.
pues constaba en autos su domicilio, la falta de citación
pudo producir indefensión en 105 términos expuestos
en la demanda.

A todo lo anterior debe añadirse que no se aprecia
negligencia en la conducta de la parte. pues no sería
razonable exigir a ésta un comportamiento de continua
indagación de la actuación procesal de la empresa. por
mucho que fuese imaginable que no se aquietaría con
las resoluciones administrativas desfavorables a sus
intereses.

10. Por providencia de 24 febrero de 1994. se acor­
dó señalar para deliberación y votación de esta Sentencia
el día 28 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo trae causa de un
proceso contencioso-administrativo en el que. aplicando
en su tenor literal lo dispuesto en el arto 64 L.J.C.A.
en su redacción anterior a la reforma de 1992. se pro­
cedió a emplazar a los interesados mediante edictos,
dándose origen al desconocimiento por parte del Comité
de Empresa demandante del hecho de haberse iniciado
un proceso contra las resoluciones administrativas que
desestimaban la pretensión de la empresa de que se
alterasen las condiciones de trabajo durante el período
festivo de la ciudad en que tenía su sede el centro de
trabajo. Un proceso. además. en que dichas resoluciones
fueron revocadas. Por todos estos hechos sostiene la
parte demandante que se le ha originado una indefensión
constitucionalmente relevante.

Antes de proceder a un análisis de la cuestión de
fondo planteada. conviene despejar la objeción de admi­
sibilidad que opone la representación de la empresa.
afirmando que el presente recurso de amparo es extem­
poráneo. pues no consta la fecha en que la parte
'recurrente tuvo conocimiento de la Sentencia impug­
nada. Es cierto que la LOTC. arto 44.2, establece un plazo
de caducidad para interponer la demanda de amparo
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y que. como todos los plazos de esta naturaleza. debe
ser interpretado de forma estricta para garantizar la segu­
ridad jurídica y la estabilidad de las resoluciones judi­
ciales. Pero ello no puede conducir a un formalismo tal
que imposibilite el acceso a esta vía en supuestos como
éste en que la parte demandante. no habiendo sido noti­
ficada de la Sentencia impugnada. tiene conocimiento
de ella por cauces diversos de la notificación. De llegarse
a mantener en sus propios términos la tesis de la repre­
sentación de la empresa. quedarían al márgen del pre­
sente recurso supuestos potenciales de indefensión en
sus formas más graves: aquellos en que la parte ni siquie­
ra tiene conocimiento de que el proceso ha tenido lugar.
marginándose todas las posibilidades de hacer valer sus
derechos ante la jurisdicción ordinaria.

En este supuesto se ha producido potencialmente
una privación máxima de los derechos de defensa de
la parte. que desconocía el hecho mismo de la incoación
del proceso. y. consecuentemente. de su final. Con inde­
pendencia de la valoración que merezca este defecto
desde la perspectiva constitucional, y a los solos efectos
que ahora interesan. ha de destacarse que la parte afec­
tada ha precisado una determinada fecha (mediados de
mayo) como el momento en que tuvo conocimiento de
la existencia de una resolución. no desmentida por el
conjunto de las actuaciones. y se ha producido una rápi­
da reacción una vez conocido el hecho (pues el recurso
de amparo se ha interpuesto el día 24 de mayo ante
el Juzgado de Guardia). En estas circunstancias. no pare­
ce admisible que la empresa demandante en la instancia.
sobre la que en principio recaía la carga de determinar
la existencia y localización de posibles interesados (que
al menos en este caso le eran perfectamente conocidos.
pues con ellos se había seguido todo el procedimiento
administrativo anterior) afirme ahora y se limite a afirmar
que es falsa la fecha de conocimiento de la Sentencia
que han alegado los demandantes de amparo. Dadas
las circunstancias concurrentes en el caso. la represen­
tación de la empresa demandante en la instancia. cuya
negligencia contribuyó también a causar la indefensión
que ahora se denuncia. debe fundar su desmentido en
hechos o indicios razonables que permitan aceptarlo.
De otro modo. de limitarse a la alegación descrita. la
objeción a la admisibilidad se resuelve en una invocación
vacía. que no puede tener la virtualidad que la parte
le atribuye. en cuanto contribuiría a facilitar la conso­
lidación de una situación que ella misma contribuyó a
provocar. Desechada esta objeción. procede ahora pasar
a examinar el fondo de la cuestión planteada.

2. Como ya se ha anticipado. los representantes de
los trabajadores consideran que su emplazamiento por
edictos les ha causado indefensión. Para valorar el alcan­
ce. de la queja. conviene desglosarla en dos planos: el
primero. la necesidad eventual de la presencia en el pro­
ceso de aquéllos. El segundo. de ser respondida afir­
mativamente la anterior cuestión. la relevancia consti­
tucional del emplazamiento por edictos y sus consecuen­
cias. dadas las circunstancias concurrentes en el caso.

Es perfectamente razonable sostener que los repre­
sentantes legales de los trabajadores estaban legitima­
dos para estar presentes en este proceso [arto 28.1 a)
LJCA]. Formalmente. en este caso. la estructura del pro­
ceso contencioso-administrativo se ajustaba a un modelo
de impugnación. por parte de la empresa. de una serie
de resoluciones administrativas que le eran desfavora­
bles. Pero no cabe olvidar que. en los procedimientos
de modificación de las condiciones de trabajo regulados
en el art. 41 E.T.. la autorización administrativa. además
de levantar las trabas que la ley impone a la voluntad
unilateral del empresario. cumple también una función
de medio impropio para resolver un conflicto entre inte-

reses particulares enfrentados. De ahí que las resultas
de ese procedimiento -como las del proceso judicial
en que se revisen las decisiones administrativas- incum­
ban de forma directa e inequívoca a los trabajadores.
en cuya relación laboral revertirá la modificación auto­
rizada. Siendo esto así. la legitimación del árgano de
representación. habida cuenta de las dimensiones colec­
tivas del conflicto. derivaba del interés directo que éste
ostentaba. como sujeto colectivo y como órgano de
representación unitaria del interés de los trabajadores
afectados (art. 63 E.T.). de tal suerte que. permitiéndole
acceder al proceso y defender sus posiciones. se hacía
posible la defensa efectiva del interés de sujetos tan
implicados en las resultas de aquél como el propio
empresario.

3. Sentado lo anterior. es clara la aplicabilidad al
caso de la numerosa jurisprudencia de este Tribunal.
según la cual. el emplazamiento por edictos. aun sin
ser en sí mismo contrario a las exigencias del art. 24.1
C.E.. constituye una medida supletoria de llamada al pro­
ceso de los interesados. debiendo el órgano judicial. pre­
viamente. emplear todos los medios que estén al alcance
de una actitud de diligencia razonable para garantizar
el emplazamiento personal (por todas. SSTC 146/1985;
181/1985; 36/1987; 196/1989. entre otras muchas).
y es claro. también. que esa mínima diligencia exigible
del árgano judicial no encuentra elementos de atenua­
ción en este caso. en que los representantes de los tra­
bajadores habían sido parte en el procedimiento admi­
nistrativo prevía. constando en el expediente su domi­
cilio. Esta defectuosa serie de emplazamientos. en cuan­
to ha sido susceptible de provocar la indefensión cau­
sada. resultaría. pues. constitucionalmente relevante. al
privar a la parte legitimada para comparecer de toda
posibilidad de defender sus posiciones ante la jurisdic­
ción contencioso-administrativa.

Frente a esta directa aplicabilidad al caso de la doc­
trina descrita. y de sus consecuencias. cabe plantearse.
por último. el efecto obstativo que. para el otorgamiento
del amparo pedido. pudiera haber tenido la negligencia
de la parte que ha recurrido. Es cierto que una reiterada
doctrina de este Tribunal (SSTC 56/1985; 141/1987;
151/1988; 163/1988) ha señalado que la indefensión
con relevancia constitucional no ha de ser imputable
directamente a una conducta negligente de la parte. que
por acción u omisión ha causado el defecto que después
denuncia. Pero. aunque esta doctrina recordada por la
representación del Estado sea un límite natural a la que
se acaba de describir. no resulta de aplicación al presente
caso.

En efecto. como bien señala el Ministerio Fiscal, no
puede exigirse razonablemente a la parte que ha obte­
nido un pronunciamiento favorable en vía administrativa.
que mantenga una actitud de constante indagación de
la conducta de la otra parte. a fin de estar pronta a
reaccionar frente a un eventual recurso de ésta ante
los Tribunales de Justicia. La diligencia razonable debe
ser medida en atención a las circunstancias del caso.
a la posibilidad real de la parte de conocer por sí misma
la interposición del recurso (no a la hipotética y abstracta
de tener conocimiento de éste a través de la reiterada
consulta a las Secretarías de los Tribunales de Justicia)
y a la razonable expectativa creada deque tendrá cono­
cimiento de la interposición de la demanda por las vías
legalmente establecidas al efecto. En este caso. el órgano
demandante no ha dado signo alguno de negligencia;
muy al contrario. estuvo presente en el procedimiento
administrativo y allí hizo valer con plenitud sus razones.
Teniendo en cuenta el limitado nivel de conocimiento
de las decisiones empresariales que en nuestro orde­
namiento se reconoce a la representación de los tra-
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bajadores y la propia conducta de la empresa durante
el procedimiento administrativo (y, aun, en la fase previa
de consultas) no le podía ser razonablemente exigida
la indagación de la intención empresarial. con funda­
mento en la hipotética «previsibilidad.. -que no segu­
ridad- de que el empleador no se aquietaría con las
resoluciones administrativas desfavorables. debiendo
desecharse la objeción planteada, a este respecto, por
el Abogado del Estado.

En atención a todo lo expuesto. procede estimar el
presente motivo y con él, el recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo y, en su virtud:
1. 0 Declarar el derecho de los recurrentes a la tutela

judicial efectiva sin que pueda producirseles indefensión.

2.0 Declarar la nulidad de la Sentencia de 16 de
febrero de 1993. de la Sala de Contencioso-Adminis­
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Valladolid.

3.0 Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior al emplazamiento de los interesados,
para que por la Sala se proceda a hacerlo personalmente
respetando el derecho a la tutela judicial de los deman­
dantes de amparo.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid, a veintiocho de febrero de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando Garda-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

Pleno. Sentencia 7111994. de 3 de marzo
de 1994. Recurso de inconstitucionalidad
1.49211988. Promovido por el Parlamento
Vasco contra la Ley Orgánica 411988. o. en
su defecto. contra los nuevos arts. 384 bis
y 504 bis que introduce en la Ley de Enjui­
ciamiento Criminal el arto 1 de la Ley Orgánica
impugnada. Votos particulares.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presidente;
don Luis López Guerra, Vicepresidente; don Fernando
Garda-Mon y González-Regueral. don Eugenio Díaz Eimil.
don Alvaro Rodríguez Bereijo. don Vicente Gimeno Sen­
dra, don José Gabaldón López. don Rafael de Mendizábal
Allende. don Julio Diego González Campos, don Pedro
Cruz Villa Ión y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados.
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En ei recurso de inconstitucionalidad núm. 1.492/88.
interpuesto por el Parlamento del Pe;s Vasco contra la
ley Orgánica 4/1988. de 25 de mayo. o. en su defecto.

contra los nuevos arts. 384 bis y 504 bis que introduce
en la Ley de Enjuiciamiento Criminal el art.1 de la Ley
Orgánica impugnada. Ha sido parte el Gobierno de la
Nación, representado por la Abogada del Estado. Ha
sido Ponente. el Magistrado don Pedro Cruz Villalón.
quien expresa el parecer del Tribunal.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 25 de agosto de 1988. la representación procesal
del Parlamento Vasco presentó recurso de ¡nconstitu­
cionalidad contra la Ley Orgánica 4/1988. de 25 de
mayo. de Reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
El contenido de la demanda puede resumirse como
sigue:

a) Tras afirmar la legitimación del Parlamento Vasco.
por afectar la Ley impugnada al ámbito de autonomía
de la Comunidad Autónoma. se comenzó por argumentar
la inconstitucionalidad de la Ley Orgánica 4/1988, que
habría infringido lo dispuesto en el art. 55.2 de la
Constitución.

Según la Disposición adicional de la Ley Orgáni­
ca 4/1988. «las referencias a la norma de desarrollo
del arto 55.2 de la Constitución se entenderán hechas
a esta Ley Orgánica.., lo que significa -señala la repre­
sentación actora- que la Ley Orgánica a la que se refiere
el art. 55.2 de la Constitución es, en este momento,
la Ley Orgánica 4/1988. Por ello, procede examinar si
este texto legal reúne los requisitos con los que la Cons­
titución permite al legislador aprobar una norma que
suspenda los derechos reconoc.idos en los arts. 17.2
y 18.2 Y 3 de la· Norma fundamental. A estos efectos.
la Constitución le impone al legislador: a) la individua­
lización de la suspensión; b) la necesaria intervención
judicial y e) el adecuado control parlamentario. La STC
199/1987. declaró contrarios a la Constitución varios
preceptos de la Ley Orgánica 9/1984, precisamente por
no prever uno de tales requisitos, a saber, la necesaria
intervención judicial. El segundo requisito (adecuado
control parlamentario) venía fielmente recogido en el
apartado 2 del art.18 de aquella Ley Orgánica (<<Sin per­
juicio de los demás medios de control parlamentario que
prevean los Reglamentos del Congreso y del Senado,
el Gobierno informará a las Cámaras. al menos cada
tres meses. del uso que se hace y del resultado obtenido
por la aplicación de las medidas adoptadas..). Resulta
claro que en nuestro ordenamiento se han puesto a dis­
posición del ejecutivo medios extraordinarios para la
lucha contra el delito de terrorismo. si bien la Consti­
tución ha impuesto la concurrencia de los otros dos pode­
res del Estado para que. coadyuvando con el ejecutivo.
aseguren la juridicidad de su acción. Tal concurrencia
debe preverse expresamente en la Ley Orgánica a la
que se refiere el art. 55.2 C.E.• pues, de otra manera.
no tiene sentido la inclusión de esas cautelas en el texto
del precepto constitucional. como se demuestra por la
propia interpretación que del art. 55.2 C.E. hicieron las
Cortes Generales al incluir en la Ley Orgánica 9/1984
el citado art. 18.2. A medidas excepcionales correspon­
den controles excepcionales.

Pues bien. a diferencia de lo que ocurría con su inme­
diato antecedente. la Ley Orgánica 4/1988 no prevé
ningLIIl mecanismo tasado de control parlamentario.
Omite. en consecuencia. una de las tres condiciones
mencionadas con las que la Constitución consiente a
las Cortes Generales la autorización de la suspensión
de los derechos fundamentales reconocidos en los
arts.17.2 y 18.2 y 3 c.E.. por lo que debe reputarse
que la ley Orgánica 4/1988 infringe el arto 55.2 de
la Constitución.


